Poder Judicial de la Nación
“CENTRO DEL NORTE S.A.  C/ AFIP-DGI

  S/ ORDINARIO” EXPTE. N( 278/06

  -JUZ. FED. DE SALTA N(2.-

///ta,  13      de noviembre de 2007.-

Y VISTO:

El recurso de apelación interpuesto a fs. 66; y,

A la cuestión planteada, el Dr. Roberto Gerardo Loutayf Ranea  dijo:

I) Que vienen las presentes actuaciones en virtud del recurso de apelación deducido por la parte actora, en contra de la sentencia que rechazó la demanda, imponiéndole las costas.

Para así resolver, el a quo destacó que el actor consintió la Resol.N  031/05 (DV RSAL), confirmada por Resol. N  076/05 (DI RSAL), que determinó de oficio la obligación impositiva relativa al impuesto a las ganancias por el período fiscal 2002 en la suma de $ 1.780,73 y encuadró la conducta del contribuyente en los arts. 46 y 47 incs.a) b) y c), por lo que se le aplicó una multa de $ 5.340,39.

Estimó que al haber mediado consentimiento del actor respecto de la obligación tributaria material, no le compete a la instancia judicial decidir al respecto.

Luego puntualizó que el Fisco le endilgó una conducta dolosa y fraudulenta al contribuyente y que éste, por su parte, calificó su obrar de omisivo alegando la existencia de error excusable ante la ambigüedad de las normas aplicables.

Además el juzgador entendió que el actor tuvo oportunidad en sede administrativa de controvertir las imputaciones enrostradas, agregando que los fundamentos alegados por el contribuyente sólo consistieron en una disímil interpretación de las normas aplicables por el ente recaudador.

Concluyó que la multa aplicada se presenta como una sanción y tiene el carácter de retribución por la infracción cometida, meritando la conducta omisiva desplegada por el contribuyente; la motivación suficiente de las resoluciones administrativas que despejan toda duda de arbitrariedad; y la presunción de legitimidad del acto administrativo(fs. 59/61).

II) Que la parte actora al expresar agravios, reseñó los antecedentes del pleito y a modo de síntesis concluyó que no medió subjetividad dolosa ni culposa, explicando que las diferencias detectadas a favor del fisco se trataron de meros ajustes provenientes de criterios disímiles entre la inspección actuante y la contribuyente, respecto de datos y sistemas de registro utilizados por la empresa en su contabilidad.

Expresó que por razones de prudencia, y antes del dictado del fallo de la CSJN in re “Santiago Dugan Trocello c/ Afip s/ amparo”, sentencia del 30/6/2005, su mandante prefirió no impugnar la disminución del quebranto impositivo y aceptó pagar el gravamen con la intención de acotar las contingencias, sin compartir por ello las razones del ajuste practicado en la determinación de oficio por lo que calificó de improcedente la aplicación de la multa.

Se agravió porque el sentenciante no hizo mención de las cuestiones planteadas oportunamente por su parte; también respecto a que la aceptación de la determinación impositiva no implicó el sometimiento a las conclusiones impartidas en sede administrativa y, por último, porque no se consideraron los argumentos fácticos y jurídicos expuestos por su parte, utilizándose como único fundamento para el rechazo de la demanda el hecho que se hubiera aceptado el ajuste impositivo.

Añadió que de ello no puede concluirse que deba aplicarse automáticamente una multa por defraudación. Al respecto acotó que en materia de ilícitos tributarios rigen los principios generales del derecho penal señalando que para que se tipifique la figura contenida en el art.46 de la ley 11.683 debe analizarse:  1) la configuración de la conducta típica; y 2) la existencia del elemento subjetivo. En relación a ello indicó que no hubo evasión u omisión en el pago del tributo, ya que el impuesto a las ganancias período 2002 debe ser liquidado a valores ajustados por inflación y no a balances históricos por la simple razón de que debe ser valuado en la forma más objetiva posible, para conformar bases imponibles reales que pueden diferir con una tasa nominal.

Refirió que su asistida tuvo pérdidas contables e impositivas mayores a las que ficticiamente la AFIP quiere reconocer al negarle el derecho de aplicar la realidad económica, con el argumento de que tal ajuste resulta improcedente de conformidad con el art. 39 de la ley 24.073; en las conclusiones de un dictamen de la Procuración del Tesoro; y en una nota externa de la AFIP, juez y parte en la disputa.

Alegó que no existe omisión de impuesto y por lo tanto  puede ser repetido; que la aceptación de la determinación de oficio lo fue a los fines de evitar situaciones enojosas por una cuestión técnica que podía interpretarse como dudosa, y porque las cantidades no eran en manera alguna significativas, lo que refleja por si solo la inexistencia de la conducta que requiere el art. 46 ley 11.683.

Explicó que la CSJN en autos “Santiago Dugan Trocello c/ Afip s/ amparo” fallo del 30/6/2005 ‑a pesar de no compartir el criterio‑ se pronunció sobre la cuestión, en el sentido de que no resulta de aplicación el ajuste impositivo por inflación. Sostuvo que el tema generó dudas interpretativas, pero no puede llegar a imputarse como defraudación.

Por otra parte añadió que el art. 46 de la ley 11.683 sigue la teoría clásica del dolo en materia penal, y que la figura de la defraudación existe no sólo cuando se ha querido el resultado, sino también cuando se ha tenido conciencia de la criminalidad.

En tal sentido replicó que la simple omisión del impuesto no constituye defraudación, figura ésta que requiere la concurrencia de ocultación o maniobras aptas para engañar a la autoridad. Por ello, no basta con que la liquidación presentada sea inexacta sino que, además, debe ser engañosa.

Destacó que la Resol.N  076/05 (DIRSAL) tomó como hecho indicativo de la presunta comisión del delito o infracción de evasión, que el contribuyente hubiera presentado la declaración original del tributo con un saldo menor al debido cuando correspondía uno mayor y que por tal motivo correspondía la sanción, con independencia de la envergadura del impuesto a ingresar.

Replicó que la sanción del art. 46 requiere del dolo del agente, lo que no acontece con su representada ya que la inspección trabajó durante más de un año siendo asistida en cada oportunidad por su mandante, aportando toda la documentación que le fuera requerida. Aclaró que el actor aceptó pagar el cargo con la intención de acotar los riesgos empresarios y en atención al monto insignificante de la controversia.

Adujo que no puede encuadrarse la conducta de la actora en el tipo previsto en el art. 46, ya que la declaración engañosa o la ocultación maliciosa representan maniobras para lograr simuladamente la evasión del tributo lo que no acontece en el caso concreto, dado que los propios funcionarios de la AFIP en su informe final de inspección N  1230‑0 informaron acerca de su correcto comportamiento fiscal.

Por consiguiente, consideró que la conducta endilgada es atípica y como tal no puede acarrear sanción, resaltando que su representada no preparó ni elaboró maniobra alguna tendiente a eludir o evadir. Además alegó la inexistencia del elemento intencional aduciendo que la presunta constatación objetiva de una hipotética infracción no puede ser suficiente fundamento para la aplicación de pena, máxime cuando en el caso no resultan aplicables las presunciones de dolo contenidas en el art. 47 de la ley 11.683.

Luego de transcribir el art. citado precedentemente, manifestó que la AFIP no probó la existencia de una “grave contradicción”conforme a lo prescripto en el inc.a);  tampoco una “grave incidencia” de acuerdo a lo establecido en el inc.b); ni “manifiesta disconformidad” como lo requiere el inc.c). Citó fallos de la CSJN.


Sostuvo que el dolo no puede ser presumido por lo que consideró que no se encuentra configurada la infracción tipificada por el art. 46 ley 11.683. Subsidiariamente y para el supuesto que no se consideren suficientes los argumentos expuestos, invocó la existencia de error excusable que, por expresa disposición del art. 45 excluye la punibilidad de la conducta.

Añadió que en el caso particular, la aplicación del ajuste por inflación en los balances impositivos, es una cuestión cuanto menos opinable que indujo a error a   su mandante sobre su instrumentación en el ejercicio fiscal 2002.

Solicitó se meriten los antecedentes del contribuyente, su larga  trayectoria no sólo desde el punto de vista material sino también desde el cumplimiento de las formas, añadiendo que la IG 4/97 en su art. 5 dispone que “...en principio podrá admitirse la existencia de error excusable, cuando la diferencia de impuesto no represente más del 20% del impuesto que hubiera correspondido declarar...”. Al respecto señaló que la diferencia del ajuste fue de un 2,08% por lo que corresponde desestimar la sanción.

Por todo ello, peticionó se haga lugar al recurso de apelación y se deje sin efecto la multa de $ 5.340,39 aplicada por Resol. 031/05 (DV RSAL), confirmada por Resol. 076/05 (DI RSAL), con costas (fs.73/83).

III) Que al contestar los agravios la demandada impetró se declare desierto el recurso de apelación deducido, con costas e hizo reserva del caso federal.

Para sustentar su petición afirmó que el memorial no constituye una crítica concreta y razonada de la resolución recurrida, limitándose el apelante a exponer nuevamente cuestiones insertas en presentaciones anteriores que fueron objeto de análisis y resolución del sentenciante.

Subsidiariamente, al contestar agravios, destacó que el acto administrativo es válido por contar con todos los recaudos esenciales, habiéndose respetado el derecho de defensa.

A posteriori detalló minuciosamente el procedimiento administrativo de fiscalización incoado al contribuyente que culminó con el dictado de las resoluciones que se impugnan en esta sede.

Luego destacó que el mecanismo de ajuste por inflación contemplado en el Título VI de la Ley del Impuesto a las Ganancias careció de operatividad a partir del 1/4/92,  toda vez que la ley 24.073 impidió computar las variaciones en el índice producidas con posterioridad al 31/3/92.

Aclaró que mediante la negativa de aplicar el método de ajuste por inflación, el Fisco no hace más que acatar las bases en que se asienta el ordenamiento jurídico, y que el instituto cuya aplicación pretende la contribuyente carece de operatividad hasta tanto el Congreso Nacional considere conveniente modificar o derogar el art. 39 de la Ley 24.073.

Por otra parte, manifestó que el pago del ajuste efectuado por la actora implica un reconocimiento de la conducta que le fuera imputada, lo que hace pasible la aplicación de la teoría de los actos propios.

Asimismo destacó que el pago efectuado no revierte la situación al momento en que se cometió la infracción en la que se quebrantó todo tipo de norma, pues de ser así podrían infringirse libremente las leyes tributarias en tanto se abonasen con posterioridad, afectándose con ello el principio de igualdad tributaria.

Agregó que el apelante no sólo reconoció las diferencias de impuestos surgidas de la acción verificadora del Fisco sino que, ni en el descargo presentado en el sumario, como tampoco en su presentación en segunda instancia administrativa, ni en el escrito de demanda, alegó o arrimó pruebas para desbaratar la conducta imputada.

Añadió que existió declaración engañosa y ocultación maliciosa por haberse recurrido a ardides que redundaron exclusivamente en su beneficio con el claro propósito de disminuir la carga fiscal, por lo que la conducta encuadrada en el art. 47 inc.a) es correcta. También lo es el encuadramiento en el inc.b) de la citada norma, toda vez que la cifra ajustada como derivación de la determinación de oficio fue significativa. De igual modo se tipifica el inc.c), ante la manifiesta disconformidad de las normas legales y reglamentarias con las declaraciones juradas o elementos documentales que deben servir de base para la determinación de la materia imponible. Citó fallos.

En lo que respecta a la alegada colaboración por parte de la contribuyente, replicó que el argumento es improcedente para eliminar el elemento subjetivo del tipo infraccional.

En otro orden expresó que no basta la mera discrepancia o negación del contribuyente para desvirtuar la sanción endilgada y que su actividad probatoria debe consistir en aportar pruebas concluyentes que permitan modificar el encuadre legal.

Por los fundamentos vertidos, solicitó la confirmación de la sentencia, con costas. Hizo reserva del caso federal (fs.85/99).

IV)  La hipótesis delictual prevista en el art. 46 de la ley 11.683 requiere una conducta dolosa. Resulta aplicable solamente cuando se verifican los siguientes supuestos: a) realización del tipo objetivo; b) inexistencia de causales de justificación; c) conducta realizada por un sujeto imputable, culpable y carente de excusas; y d) comprobación, en forma directa, de la presencia de dolo en el accionar del sujeto, es decir, intención y voluntad de realizar el tipo objetivo. Y en caso de duda sobre la calificación de la conducta del sujeto ‑culpa o dolo‑ no procede la sanción prevista en la norma citada (Gómez, Teresa y Folco, Carlos María: "Procedimiento Tributario (Ley 11.683 ‑ Decreto 618/97. Con las modificaciones introducidas por la ley 25.795", Bs. As., La Ley, 2004, pág. 251).

 Como principio general en la materia, la jurisprudencia ha dicho que a fin de que el organismo fiscal pueda sancionar a un contribuyente con multa por defraudación, es absolutamente imprescindible que surja de los antecedentes administrativos la prueba fehaciente y directa de la conducta dolosa que se atribuye al responsable, de lo contrario debe reputarse cometida con culpa encuadrable en el art. 45 de la ley 11.683 (t.o. 1978 y sus modificaciones), salvo que el responsable haya podido demostrar error excusable (Trib. Fiscal de la Nación, Sala B, 30‑12‑03, E.D. 208‑405), el que requiere para su viabilidad, que sea esencial, decisivo o inculpable, extremos que deben ser examinados en consonancia con las circunstancias que rodean el accionar de aquel a quien se le atribuye la infracción tributaria (CNCont.‑Adm., Fed., sala II, 3‑9‑98, E.D. 184‑883). 

También se ha dicho que el delito de defraudación fiscal se caracteriza por la existencia de un elemento intencional dirigido a evadir el impuesto, incluyendo la tentativa de fraude, o sea, el acto doloso tendiente a eludir el tributo debido aunque no tuviera resultado (CFed., Sala Cont.‑Adm., 20‑4‑61, "Pinamar S.A.", L.L. 102‑232; J.A. 1961‑V‑592).  Es menester la concurrencia del dolo mediante “la utilización de algún ardid con la intención deliberada de lograr un beneficio personal”, en tanto “lo punible es el dolo; que existe no sólo cuando se ha querido un resultado, sino también cuando se ha tenido conciencia de la criminalidad de la acción” (TFN, Sala A, 12‑11‑80, “Matriplast S.A.; “Laboratorios Arg. de Circuitos Impresos S.A.”, 29‑9‑80); lo punible, entonces, es el dolo, que existe no sólo cuando se ha querido un resultado, sino también cuando se ha tenido conciencia de la criminalidad de la acción (TFN, Sala D, "El Paralelo", 3‑7‑80).

La diferencia entre el concepto "declaraciones engañosas" contenida en el art. 46 de la ley 11.683, y "declaraciones juradas o informaciones inexactas" del art. 45 de la misma ley radica en que, mientras este último artículo castiga la omisión de elementos o antecedentes de interés para la determinación fiscal, para el art. 46 lo punible es la utilización de algún ardid con la intención deliberada de lograr un beneficio personal; lo punible es, entonces, el "dolo", que existe no sólo cuando se ha querido un resultado, sino también cuando se ha tenido conciencia de la criminalidad de la acción, situación que no debe confundirse con la estafa o defraudación prevista en los arts. 172 y ss. del Código Penal (Giuliani Fonrouge, Carlos M. y Navarrine, Susana Camila: "Procedimiento tributario y de la seguridad social", Bs. As., Desalma, 2001, pág. 327).

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, a su vez, ha dicho que del texto del art. 45 de la ley 11.683 (t. o. 1978 y sus modificaciones) surge claramente que no es exigible una conducta de carácter doloso del contribuyente que deba ser acreditada por el organismo recaudador por lo que no resulta aplicable un precedente que sólo encuentra sentido respecto de infracciones que requieran de una actividad dolosa tendiente a defraudar los intereses del fisco. Y si quedó acreditada la materialidad de la infracción prevista por el art. 45 de la ley 11.683 con la determinación de la obligación tributaria que quedó firme ‑de la que resulta la omisión del pago de impuestos y la inexactitud de las declaraciones juradas presentadas‑ la exención de responsabilidad sólo podría fundarse válidamente en la concurrencia de alguna excusa admitida por la legislación vigente (CSJN, 31‑3‑99, "Casa Elen", Rep.E.D. 34‑522, n( 43 y 44).

En sentido coincidente se ha resuelto que la infracción prevista en el art. 45 de la ley 11.683 es de carácter prevalentemente objetivo, por lo cual, en principio, basta el hecho externo de la falta de pago en término para que se la tenga por configurada. Sin embargo, en el supuesto que la culpabilidad esté totalmente excluida, no puede considerarse cometida la infracción omisiva ya que la finalidad de la norma penal es castigar a quien, por su culpa o negligencia no paga, pudiéndolo hacer. De allí es que puedan existir circunstancias que atenúen o, inclusive, eliminen la imputación, tales como el error excusable de hecho o de derecho, la imposibilidad material de pago u otras circunstancias excepcionales debidamente justificadas (CNCont.‑adm., Fed., Sala IV, 7‑7‑98, E.D. 181‑793).

También se  ha resuelto que el art. 45 de la ley 11.683 tipifica una infracción de naturaleza culposa, en la que se presume la culpa del actor, correspondiéndole a éste probar la causal de excusabilidad de su conducta para quedar exento de pena. Por el art. 46, en cambio, se describe una conducta de naturaleza dolosa que impone al Fisco la carga de acreditar la "voluntad de producir declaraciones engañosas o de incurrir en ocultaciones maliciosas" por lo que ambas normas no difieren en punto al alcance de la materialidad de la conducta en ellas reprochada, diferenciándose sólo en razón del elemento subjetivo, requiriendo la segunda la intencionalidad de esa conducta como presupuesto de procedencia del agravamiento de la pena que ella contempla (CNCont.‑adm. Fed., sala I, 16‑2‑06, E.D. 218‑76).

V) Entrando al examen de la cuestión planteada en el presente asunto, cabe destacar que la demanda contencioso administrativa deducida por la firma actora  persigue la revocación de las resoluciones 031/05 (DVR SAL) y 076/05 (DI RSAL) que confirmó la citada en primer término y dispuso la aplicación de una multa de $ 5.340,39 (equivalente a tres veces el impuesto dejado de ingresar)  al encuadrar la conducta del contribuyente en la figura prevista por el art. 46 y 47 incs. a, b, y c, de la ley 11.683.

De la compulsa de las actuaciones administrativas no se advierte que el contribuyente hubiere desplegado maniobras o conductas elusivas con la manifiesta intención de evadir el pago del Impuesto a las Ganancias por el período fiscal 2002, toda vez que la diferencia en el pago en menos del tributo detectada con motivo de una fiscalización realizada por Orden de Intervención N  1230/0, obedeció a un criterio diferente en la aplicación del ajuste por inflación que todavía no encuentra definición.

Al respecto, corresponde resaltar la vacilante jurisprudencia demostrada por distintos tribunales del país que se inclinaron en sentido acorde a cada una de las pretensiones de las partes intervinientes en este conflicto. Así por ejemplo basta citar el fallo dictado por la Cámara Federal de Apelaciones de Paraná in re “Santiago Dugan Trocello SRL c/ Ministerio de Economía s/ amparo”, sentencia de fecha 28 de mayo de 2003 que confirmando la resolución de primera instancia sostuvo que “El art. 39 de la ley 24.073 en cuanto no permite la actualización con posterioridad a marzo de 1992, se ha desactualizado frente al proceso inflacionario existente en el período fiscal 2002, por lo que su mantenimiento es inconstitucional, razón por la cual la no aplicación del ajuste por inflación en la liquidación del Impuesto a las Ganancias resulta confiscatorio y violatorio del derecho de propiedad, por no guardar razonabilidad con la situación de hecho existente”.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, el 30 de junio de 2005, al compartir los fundamentos del Procurador General, revocó la sentencia citada en el entendimiento de que “...tanto el art. 39 de la ley 24.073 como el art. 4 de la ley 25.561...representan una decisión clara y terminante del Congreso Nacional de ejercer las funciones que le encomienda el art. 67 inc.10 de la Constitución Nacional (vigente a la promulgación de la ley 24.073, actual art. 75 inc.11)...Desde esta perspectiva...la prohibición al reajuste de valores...ordenada por los preceptos cuestionados, es un acto reservado al Congreso Nacional...el reconocimiento de tal facultad (del Congreso) impide ‑dentro del limitado marco del presente proceso‑ acceder a lo peticionado por el amparista, no sólo porque la decisión legislativa así adoptada no puede ser tachada de manifiestamente arbitraria o ilegítima (Fallos 314:258 cons.21), sino también porque la declaración de inconstitucionalidad es la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico...”.

Más recientemente la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario, Sala B, el 3 de agosto de 2007 in re “Fluodinámica S.A. c/ A.F.I.P. s/ Acción declarativa de certeza”  explicó que el caso bajo su análisis difiere sustancialmente de lo resuelto por la CSJN en cuanto: a) por la vía procesal elegida: tratándose de una acción declarativa de certeza con mayor amplitud de debate y prueba que el limitado marco cognoscitivo intentado mediante una acción de amparo; b) la cuestión probatoria: ya que en el caso concreto a través de una pericia contable se determinó que de no procederse al cálculo del Impuesto a las Ganancias sin efectuarse el ajuste por inflación al afectarse una parte sustancial de la renta del contribuyente representativa del 134,69% de dicha renta. En consecuencia confirmó la sentencia de l( instancia, haciendo lugar a la demanda y declaró aplicable el mecanismo del ajuste por inflación al Impuesto a las Ganancias correspondiente al período fiscal 2002, interpretando para así decidir que la aplicación de las normas cuestionadas  ‑impuesto determinado sin aplicar dichos índices correctivos‑ ponen de manifiesto la afectación de los principios y garantías constitucionales de capacidad contributiva, razonabilidad y no confiscatoriedad.

Acogiendo el criterio jurídico de la demandada, el Tribunal Fiscal de la Nación, sala D, en los autos C.D.R. Comunicaciones S.A., fallo del 22 de marzo de 2007, sostuvo que: “Es procedente el criterio de la AFIP que determinó la obligación de la actora en el Impuesto a las Ganancias al impugnar la declaración jurada ajustada por inflación, pues aún cuando dicho mecanismo corrector en la práctica no logre el efecto que de él se espera, el sistema de actualización y de ajuste de valores dejó de ser operativo por lo dispuesto por el art. 39 de la ley 24.073 que fija como tope las variaciones de índice hasta el mes de marzo de 1992, inclusive, y tal inoperatividad subsistirá hasta tanto dicha norma no pierda vigencia”.

De la reseña realizada se puede advertir los distintos criterios jurisprudenciales existentes sobre la cuestión sustancial, lo que constituye un elemento importante a tener en cuenta, porque si hay tribunales que admiten la procedencia del ajuste por inflación ello debilita la posibilidad que la conducta de la parte actora pueda calificarse como declaración engañosa u ocultación maliciosa.

No se encuentra acreditado en el caso el elemento intencional endilgado al contribuyente por haber acudido a un mecanismo de ajuste por inflación en el modo de liquidar el tributo del impuesto a las ganancias por el período fiscal 2002. La cuestión es cuanto menos opinable como lo reflejan los diversos pronunciamientos a que se hizo referencia supra, sobre todo porque no puede pasar inadvertida la gravísima crisis que se produjo con los acontecimientos por todos conocidos que sumió al país en un verdadero caos social, político y económico a finales del año 2001 proyectando sus efectos durante el año 2002, lo que bien pudo haber inducido ‑sin por ello inferir la intención maliciosa o engañosa que se le atribuye‑ a aplicar ajustes para corregir la distorsión de la inflación sobre los resultados contables por el período que se examina.

Tampoco pasa inadvertida la escasa entidad del gravamen dejado de ingresar consistente en la suma de $ 1.780,13, lo que  representa un 2,08 % del declarado por la firma para el período fiscal 2002 en su declaración original, abonado el 9 de mayo de 2003 (ver detalle fs.336/338 de autos).

No existe una "contradicción" en los términos indicados en el art. 47 de la ley 11.683. Tampoco puede decirse que se hayan incluido "datos inexactos", sino que, en todo caso, se trataría de un modo de liquidar el tributo, más allá que pueda ser un criterio opinable, según la divergente jurisprudencia existente. Y si bien existían normas legales que impedían el ajuste, no debe perderse de vista, como ya se señaló, la gravísima crisis que vivió el país a partir de fines del año 2001 y que se proyectó durante el año 2002 (año este último al que corresponde la declaración jurada presentada), lo que podía justificar el criterio utilizado por la accionante para paliar en cierta manera los efectos de los acontecimientos, el que, por otra parte, era también compartido por cierta jurisprudencia.

VI) Teniendo en cuenta las circunstancias expuestas, corresponde hacer lugar a la demanda entablada,  revocando la decisión del Fisco en cuanto subsume la conducta de la accionante en los arts. 46 y 47 de la ley 11.683 y aplica la multa allí prevista, considerándose justo aplicar la sanción prevista en el art. 45 de la citada ley, en el entendimiento que la parte actora, con la primera declaración jurada (luego rectificada) ha omitido el pago de parte del impuesto debido con la presentación de una declaración jurada inexacta. Y si bien, las circunstancias ya valoradas impiden considerar que ha actuado en forma dolosa, no alcanzan para entender que ha existido un error excusable que impida la aplicación de la sanción prevista en la última norma, dado que la normativa legal existía (art. 39 ley 24.073).

La jurisprudencia ha seguido un criterio similar en algunos fallos. Así, se ha resuelto que debe confirmarse la multa que el Fisco aplicó, con sustento en el artículo 45 de la ley 11.683, a la sociedad que presentó la declaración jurada del impuesto a las ganancias practicando el ajuste por inflación impositivo, ya que la presentación de la declaración rectificativa con posterioridad a la auditoria fiscal demuestra que se infringieron los deberes de cuidado que se exigen respetar, deduciéndose así el elemento subjetivo del tipo, no habiendo la actora alegado ni probado la existencia de error excusable. Y resulta improcedente aplicar la figura del error excusable a la multa que el Fisco impuso, con sustento en el art. 45 citado, a la sociedad que presentó la declaración jurada del impuesto a las ganancias practicando el ajuste por inflación impositivo, ya que no se observa que la normativa aplicable al momento de la presentación de la declaración jurada original se prestara a dudas en cuanto a su interpretación y no se visualiza con ninguna nitidez la triple característica esencial, decisivo e inculpable que debe reunir el error en cuestión (TFN, sala B, 15‑12‑06, "Cepas Argentinas S.A." IMP 2007‑13 (julio), 1288).

En otra oportunidad se ha resuelto que debe confirmarse la multa aplicada por el Fisco, con sustento en el artículo 45 de la ley 11.683, a la sociedad que consignó datos inexactos en la declaración jurada del impuesto a las ganancias al aplicar el sistema de ajuste por inflación, pues el aspecto objetivo de la infracción quedó configurado con la presentación de la declaración jurada rectificativa como consecuencia de las observaciones fiscales durante el procedimiento de auditoría, deduciendose así el elemento subjetivo del tipo, es decir, una concreta manifestación de un obrar culposo (TFN, Sala B, 29‑11‑06, “Meyer S.A.C.I.F.” ‑ La Ley Online).

VII) Por todo lo expuesto, voto por que se haga lugar a la demanda contencioso administrativa deducida, y en consecuencia: I) Se modifique el art. 3( de la resolución 031/05 de la Jefa de la División Revisión y Recursos de la Dirección Regional Salta de la Dirección General Impositiva de la Administración Federal de Ingresos Públicos de la siguiente manera: 3) Aplicar a la contribuyente una multa cuyo importe asciende a la suma de $ 1.246,10, equivalente al 70 % de gravamen dejado de pagar. II) Se modifique el apartado 2) de la resolución 076/05 de la Dirección Regional Salta de la Dirección General Impositiva de la Administración Federal de Ingresos Públicos, y reducir a la suma de $ 1.246.10 el monto cuyo cobro se procura en concepto de multa. III) Costas de ambas instancias por el orden causado, atento la naturaleza de la cuestión, que ha dado lugar a dudas y a soluciones jurisprudenciales encontradas, y a que el recurso sólo procede en forma parcial (arts. 68 y 71 CPCC). ASÍ SE RESUELVE.‑
A idéntica cuestión planteada el Dr. Horacio José Aguilar dijo:

Adhiero al voto que antecede.

A idéntica cuestión planteada el Dr. José Héctor Pérez dijo:

Adhiero al voto del Dr. Roberto G. Loutayf Ranea por compartir  sus fundamentos y la solución del caso.

En mérito al sentido de los votos antes expuestos, el Tribunal  resuelve HACER LUGAR  a la demanda contencioso administrativa deducida, y en consecuencia: I) Se modifique el art. 3( de la resolución 031/05 de la Jefa de la División Revisión y Recursos de la Dirección Regional Salta de la Dirección General Impositiva de la Administración Federal de Ingresos Públicos     de la siguiente manera: 3)   Aplicar a la contribuyente una multa cuyo importe asciende a la suma de $ 1.246,10, equivalente al 70 % de gravamen dejado de pagar. II) Se modifique el apartado 2) de la resolución 076/05 de la Dirección Regional Salta de la Dirección General Impositiva de la Administración Federal de Ingresos Públicos, y reducir a la suma de $ 1.246.10 el monto cuyo cobro se procura en concepto de multa. III) Costas de ambas instancias por el orden causado, atento la naturaleza de la cuestión, que ha dado lugar a dudas y a soluciones jurisprudenciales encontradas, y a que el recurso sólo procede en forma parcial (arts. 68 y 71 CPCC). 

REGISTRESE,   notifíquese y oportunamente devuélvase.-


Fdo. Dres. Roberto G. Loutayf Ranea- José Hector Pérez- Horacio José Aguilar.-
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